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Presentación
Desde mediados de los años noventa comienza a desarrollarse un nuevo patrón migratorio en Chile con características distintas a los patrones migratorios anteriores. En la historia del país, especialmente durante el siglo XX encontramos los siguientes patrones: i) inmigración de europeos desde finales del siglo XIX y principios del XX; ii) migración fronteriza con Perú en el norte y Argentina en el sur; iii) salida de chilenos en los años 70 y 80, producto del exilio político. Hoy en día, los movimientos migratorios presentan características distintas a las de los grupos anteriores. Entre estas características se mencionan: la preponderancia en el origen latinoamericano; la gran presencia de migrantes provenientes de países vecinos (Perú y Argentina, principalmente); un creciente proceso de feminización; alta concentración en la Región Metropolitana; alta concentración en sectores precarios del mercado laboral e inicios de un proceso de diversificación en el origen nacional de la migración en los últimos años, como, por ejemplo la colombiana y haitiana. Resulta interesante mencionar, sin embargo, la persistencia de la migración de fronteras en el norte y en el sur del país.

Para enfrentar las características de la actual migración el Estado debe buscar los mecanismos necesarios para ajustar los instrumentos legales e institucionales que permitan abordar de una manera humana y digna el proceso de inserción de los inmigrantes en Chile. A su vez, la sociedad chilena requiere abrirse a la aceptación y convivencia de una diversidad social y cultural de modo de garantizar la integración social de todos los grupos.

El Estado, sin duda, tiene la responsabilidad fundamental de ajustar sus propios instrumentos legales e institucionales a estas nuevas demandas y, a su vez, orientar el proceso de integración social y cultural de los habitantes del territorio de Chile, así como de los nacionales en el exterior. Sin embargo, es precisamente en el actuar del Estado donde este informe detecta las principales debilidades. No se trata sólo de carencias en programas que resuelvan los problemas que enfrentan los migrantes, sino en la manera en que se  ha abordado la migración desde el Estado. Observamos con preocupación que el Estado de Chile no ha logrado liderar un proceso de cambio cultural y de ajuste institucional que permita hacer frente a esta nueva realidad.

Consideramos, en primer lugar, que el Estado chileno presenta una ambivalencia en el abordaje y tratamiento de la migración, lo que genera, por una parte, condiciones de mayor vulnerabilidad de los migrantes y, por otra, incongruencias en la forma en que aborda, a través de múltiples programas, la temática migratoria.

Esta ambivalencia se debe a que, por un lado, el Estado ha suscrito importantes acuerdos y convenciones internacionales tendientes a asegurar la protección de los derechos humanos y, en virtud de estos acuerdos, ha implementado algunos programas que buscan resolver aspectos específicos en el acceso a derechos; sin embargo, mantiene el Decreto Ley Nº 1.094 de 1975, ley inspirada en la doctrina de seguridad nacional de la dictadura militar, en la que se concibe al inmigrante como una potencial amenaza al orden nacional. La forma de entender la migración y al inmigrante, así como los reglamentos que de aquí se derivan, generan condicionantes que facilitan en extremo que las personas entren en situación de irregularidad, pese a estar previamente con una visa. Este es el punto de partida para una serie de violaciones y negación de derechos como, por ejemplo, el acceso a una serie de servicios sociales, poniendo en riesgo la visa y salud, así como dificultando el proceso de inserción e integración social de los migrantes.

Uno de los aspectos más controversiales de la Ley de Extranjería es el hecho de que vincula la residencia temporal a un contrato de trabajo y la postulación y obtención de la residencia definitiva a un contrato laboral ininterrumpido por dos años. La consecuencia directa es que cuando el inmigrante pierde el contrato de trabajo (algo frecuente en el tipo de empleo al que accede), pierde tanto la residencia temporal como el tiempo de trabajo adquirido para optar a la residencia definitiva (dos años). Los problemas que se derivan de la irregularidad se han paliado con programas específicos que implementa el Estado, por ejemplo, una normativa en educación que garantiza el acceso de niños y niñas al sistema escolar independientemente de su situación migratoria, o el Programa en Salud, que permite la regularización de menores de 18 años que asistan al consultorio de salud. Sin embargo, estos programas están diseñados para resolver los síntomas, sin atacar la enfermedad que produce todos estos problemas, y cuya solución radica en una modificación de la Ley que integre como parámetro los derechos humanos de los y las inmigrantes.
El segundo elemento que quiere resaltar este informe y que se relaciona directamente con el primero, es la dificultad que existe para implementar los programas adoptados por los ministerios. Esta dificultad radica en la lentitud con que la información sobre nuevas normativas y circulares que garantizan el ejercicio de derechos, llega a los funcionaros encargados de aplicarlas en la atención diaria. Si bien el Informe presentado por el Estado de Chile indica capacitaciones a funcionarios, estas no han sido constantes en el tiempo ni tampoco se han diseñado indicadores que permitan evaluar de manera permanente y sistemática la implementación efectiva de los programas. Más grave aún es la desinformación sobre estos programas y medidas en regiones y departamentos provinciales. Tal como se menciona en el cuerpo de este informe, las organizaciones sociales han constatado en regiones un grave desconocimiento de la normativa por parte del funcionariado y, por ende, una continuidad en la vulneración de derechos de los inmigrantes que allí residen.
Un tercer aspecto que interesa relevar es la ausencia de una política de Estado sobre la migración. Esta ausencia genera incongruencias y descoordinaciones entre los distintos organismos y ministerios encargados de atender los aspectos vinculados con la migración. No existe un relato común y nacional inspirado en la protección de los derechos humanos, que permita unificar las diversas iniciativas que se emprenden. Los instrumentos diseñados para garantizar una mejor coordinación, tales como el Consejo de Política Migratoria (según el Instructivo Presidencial N° 9, 2 de septiembre de 2008), a la fecha no han sesionado y por lo mismo no han adoptado resoluciones en conjunto. La ausencia de una política se traduce en una ausencia de lineamientos nacionales, lo que facilita, entre otras cosas, cierta discrecionalidad en la aplicación de la Ley.

El cuarto elemento, y en directa relación con el punto anterior, es que frente a la ausencia de una política nacional de migración y a la existencia de un ordenamiento jurídico que no garantiza por sí mismo los derechos de las personas inmigrantes, la sociedad civil ha jugado un rol central en la entrega de información a esta comunidad y en la organización de numerosas actividades tendientes a promover procesos de mayor integración social. Algunas de estas iniciativas aparecen en el informe del Estado de Chile como actividades promovidas por éste, no obstante haber sido convocadas e implementadas por la sociedad civil, la que ha invitado al Estado a sumarse y a formar parte de los convocantes.
Finalmente, celebramos la adopción de una nueva Ley de Refugio (2010), que garantiza una serie de derechos anteriormente no incorporados, así como su reglamentación (2011).
 También celebramos la promulgación de la Ley 20.507 (8 de abril de 2011, que modifica el Código Penal) que “Tipifica los Delitos de Tráfico Ilícito de Migrantes y Trata de Personas y Establece Normas para su Persecución y más Efectiva Sanción Criminal”, la que permite sentar las bases para avanzar en la prevención, persecución, sanción y protección de las víctimas. 
En este documento, la Red Chilena de Migración e Interculturalidad, compuesta por 15 organizaciones, presenta información sobre los aspectos y artículos más relevantes de la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares, ratificado por Chile el 2005, con el objetivo de entregar una visión sobre la situación de los inmigrantes en Chile y las dificultades que aún encuentran para el ejercicio de sus derechos y plena integración social. A continuación se abordan los siguientes capítulos: 1) Prevenir condiciones de vida y de trabajo inhumano, abuso físico y sexual y trato degradante. 2) Garantizar los derechos de los migrantes a la libertad de pensamiento, de expresión y de religión. 3) Garantizar a los migrantes el acceso a la información sobre sus derechos. 4) Asegurar la igualdad ante la ley y a no ser sentenciados a penas desproporcionadas como la expulsión. 5) Garantizar el derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad personal. 6) Garantizar el derecho a la nacionalidad. 7) Garantizar a los migrantes el acceso a los servicios educativos y sociales. En cada uno de ellos se proporciona información actualizada, proveniente de instancias gubernamentales, internacionales y, sobre todo, de las organizaciones que conformamos la Red Chilena de Migración e Interculturalidad. 
Santiago de Chile, Julio 2011.
1.
Prevenir condiciones de vida y de trabajo inhumano, abuso físico y sexual y trato degradante
(Artículos 10-11, 25, 54 de la Convención)

Datos relevantes:
1. Insuficiente información laboral a las personas migrantes por parte del Estado, la que, además, es escasa y dispersa, lo cual no facilita la autogestión y la corresponsabilidad de las personas migrantes. La falta de información o su poca accesibilidad en los temas laborales deja a las personas migrantes en una situación de vulnerabilidad ante los empleadores y el tipo de empleo.

2. Visa sujeta a contrato de trabajo. Las diferencias en el tipo de contrato entre inmigrantes y chilenos no fomentan la competencia laboral en igualdad de condiciones. Perder el trabajo significa para la persona inmigrante transitar desde la regularidad a la irregularidad absoluta y a la desprotección social. Además, cuando la cesantía se mantiene por un tiempo prolongado, el inmigrante pierde su continuidad comprobable como trabajador (pierde el tiempo acumulado) para poder optar a una visa de residencia definitiva y debe pagar una multa, según el tiempo, si quiere postular nuevamente a este tipo de visa.
3. Tanto hombres como mujeres inmigrantes se insertan, por lo general, en trabajos precarios o mal pagados que la propia población chilena ha desestimado desempeñar. Este aspecto incluye incluso a las personas inmigrantes que tienen alto grado de calificación, tanto a nivel técnico o superior, dada la complejidad para la convalidación de títulos profesionales y técnicos obtenidos en sus países de origen. Lo anterior imposibilita la movilidad social del trabajador inmigrante.

1.1 
Percepciones de los inmigrantes sobre las condiciones laborales
En las percepciones de los y las inmigrantes de tres comunidades estudiadas,
 se advierte un consenso en la dificultad de la integración laboral, dada por el dificultoso y complejo proceso de consecución de un contrato de trabajo –con cláusulas especiales para las personas inmigrantes– y un contratante que pueda facilitar la regularidad al sistema chileno de los trabajadores/as migrantes. En este sentido, un gran obstáculo es la distinción realizada en la cláusula de contrato de trabajo para trabajadores inmigrantes, que incluye el “pago del viaje de retorno al país de origen del trabajador” por parte del contratante, lo que empuja a una práctica de competencia desigual de las personas inmigrantes con respecto a los nacionales. A lo anterior se suma la flexibilidad laboral existente en el país, condición que inhibe la generación de contratos. En efecto, el inmigrante, al perder su trabajo y no contar con un nuevo contrato laboral después de un determinado tiempo, puede transitar con facilidad desde la regularidad a la irregularidad, forzando el propio sistema vigente chileno a la existencia de una comunidad de migrantes irregulares, quienes quedan en un estado de vulnerabilidad y desprotección social (Art. 25). En algunos casos, ello redunda claramente en abusos laborales en función del poder que obtiene el empleador al conceder al inmigrante un contrato de trabajo que le asegure su regularidad en el país. Similar situación se constata en el caso de las mujeres inmigrantes madres solteras, quienes deben asumir el cuidado de sus hijos; al cumplir jornadas laborales completas para contar con un contrato de trabajo que les permita estar en condición regular, este régimen afecta el proceso de cuidado de los niños y niñas migrantes.

Por un lado, encontramos malas prácticas por parte de algunos empleadores hacia sus empleados inmigrantes, a los que suelen manipular con la amenaza de la deportación. Los hacen trabajar sin contrato, hecho que condiciona y perpetúa en muchos casos la situación de irregularidad y precariedad de las personas migrantes:

	“Soy ciudadano peruano, radicado en Chile desde el año 2000. Ese mismo año presenté mi contrato de trabajo y obtuve visa sujeta a contrato que después finiquité y me quedé en forma ilegal, porque no pude conseguir otro contrato de trabajo. El año 2007 fui detenido por comerciar CD’s piratas y me sentenciaron a un año de firmas. Ese mismo año fui nuevamente detenido por la misma infracción y la policía me quitó mi pasaporte y estuve firmando por unos meses hasta que me salió la orden de abandono del país. En ese lapso estuve cumpliendo una condena de reclusión nocturna por la causa que fui detenido, la cual cumplí” (Carlos, peruano, consulta al sitio web somosmigrantes.cl).
“Cuando a ella la han empleado, le han dicho que su trabajo es este y esto y este, pero cuando ya cumple el mes o al final del mes, le han dicho, no pues, es que tiene que quedarse. Si el horario es de ocho horas, le meten diez horas o doce horas, y como es una persona que no conoce mucho el tema de aquí, y se lo pagan como si fueran ocho horas (María Amparo, 52 años, Colombia, dos meses en Chile)”.
“Hasta el día de hoy tenemos algunos problemas, pero igual trato de no pensar... el temor de si me deportan, me pueden hacer cualquier cosa, eso es lo que me da miedo. Me aguanto todas esas cosas (Lidia, 26 años, Bolivia, un año y medio en Chile)”.
“Por el momento, no tengo contrato de trabajo. En otras partes me decían que si no tenía un carnet de identidad, no me daban trabajo. Y si para poder obtener el carnet de identidad tengo que tener un contrato de trabajo, ¿dónde lo voy a conseguir? (Luis, 28 años, de Colombia, dos años en Chile)”.
Fuente: Somos Migrantes, Experiencias de Integración a la ciudad de Santiago, Fundación Ideas/AECID, 2011.


Según los antecedentes recabados por RedMI en el trabajo diario con la población migrante, la situación de la visa sujeta a contrato no genera una integración efectiva de la población migrante, ámbito que es esencial para su reproducción social y de sus familias. La cláusula especial para el contrato de trabajo del trabajador inmigrante disminuye su integración laboral de manera sustancial.

En conclusión, la discriminación es explícita cuando aún permanece en vigencia la cláusula de contrato especial para todo trabajador migrante y las consecuencias se muestran en los casos anteriormente citados. Frente a este contexto, se hace urgente actualizar esta legislación, anacrónica con los tiempos de intercambio global e integración regional existentes. Más aún, existen claroscuros en esta normativa vigente, que condicionan la ciudadanía del migrante y su acceso a servicios sociales, haciendo depender de un contrato el acceso a la permanencia legal en el país. No se puede hablar de integración efectiva, si aún existen deficiencias en la legislación vigente, lo cual genera finalmente ciudadanos que no gozan de plenos derechos.

1.2
Situación de las mujeres peruanas trabajadoras de casa particular

La precariedad y abusos que experimentan las mujeres chilenas que prestan servicios domésticos es una realidad bien conocida en nuestro país. Esta situación ha hecho que en el último tiempo se aprueben varias reformas al Código del Trabajo para proporcionarles el descanso y condiciones adecuadas de trabajo y retiro.

En el caso de las mujeres de nacionalidad peruana las condiciones son más difíciles, particularmente si carecen de visa de permanencia definitiva, si están sin visa o si su permanencia en el país está sujeta a la vigencia de un contrato de trabajo.

Conforme a las estadísticas de la Dirección del Trabajo, los abusos denunciados por extranjeros se duplicaron entre los años 2006 y 2007. Las causas fueron: contratos no escriturados, extensión ilegal de jornadas, descansos no respetados y cotizaciones impagas, particularmente en los rubros de la construcción, servicios domésticos y hotelería-gastronomía. Las denuncias que terminaron en sanción fueron aún menores en relación al total: 57 en 2006 (0,1% respecto del global) y 111 en 2007 (0,2%).

Según la referida Dirección, el bajo número de reclamos se debería a que “el inmigrante siente temor de recurrir a las autoridades. No va a la municipalidad y no le hace preguntas a un policía ni en Chile ni en ningún país del mundo. Si está irregular, teme la deportación; y si está regular, teme perder esa calidad porque no conoce bien la legislación y cree que pudo haber infringido una norma y lo pueden deportar”.

Un caso representativo de esta situación es la historia de J.V.Z, de 19 años de edad y que lleva dos años en Chile como empleada de casa particular. No conoce bien las leyes y sus patrones, una pareja de profesionales, le han dicho que si los deja ellos darán cuenta a Extranjería de que ya no tiene el trabajo que le permitió acceder a la visa y quedará ilegal: “Mis jefes me han traído de Lima con un sueldo de 200 dólares, como 108 mil pesos, pero acá me enteré que el sueldo mínimo es otro. Me trajeron sólo para cuidar al niño, pero al llegar me dijeron que además tenía que hacerme cargo de la casa, de cocinar y limpiar. Me dan el domingo libre pero debo volver antes de las 20:30. Todo se agravó el día en que se quedó mi diario junto al teléfono y la señora lo leyó. Yo había escrito, de cólera, que la señora es así, loca. Y la señora empezó a gritar… Como a las dos de la mañana el señor me tocó la puerta. Yo estaba asustada. Fuimos a la sala y él me estaba hablando tranquilo, pero viene la señora y me dice ‘¡maldita, vete de mi casa ahora mismo!’. El señor me dice ‘quédate y mañana alista tus cosas’. Pero al otro día se fue a trabajar y yo no sabía qué hacer. Me fui donde una amiga que trabaja como a dos cuadras, la única conocida. La señora me llamó. Me pidió que regresara. Acepté, pero les dije que iba a trabajar sólo hasta que se cumpliera la fecha de mi contrato, en febrero. El señor ha dicho que cuando termine el contrato va a ir a la migratoria a decirles que ya no trabajo con él y que voy a quedar ilegal”.

La Clínica Jurídica de la Universidad Central atiende entre 250 y 300 inmigrantes por año y “la mitad concurre denunciando abusos laborales”. Las principales razones: despido injustificado y nulidad de despido por cotizaciones previsionales impagas.

Las trabajadoras de casa particular se quejan de maltrato y sobreexplotación, porque no se cumplen sus horarios de descanso. Los abogados de la Clínica señalan que existen trabajadoras “que empiezan a las siete de la mañana dando desayunos y terminan a las 12 de la noche planchando. Tampoco se les respeta el descanso de día domingo y se les da otro día, lo que es ilegal”.

Sobre esta misma materia Gonzalo Wielandt, consultor de la Unidad de Derechos Humanos para la ONU, afirma que debido a la segmentación laboral y la intolerancia presentes en Chile, “muchas de las mujeres que desarrollan trabajos domésticos lo realizan, aunque posean calificación necesaria para desempeñarse en otras ocupaciones (Stefoni, 2003, p. 79). (Junto a otras causas) esto constituye la base para la globalización de la reproducción social, lo que conlleva tres consecuencias: a) vulnerabilidad de las trabajadoras debido a la pérdida de sus derechos y de ciudadanía, b) consecuencias para las familias de inmigrantes en los países de origen, en donde los niños pagan los costos y c) consecuencias a nivel estructural de la migración femenina, donde el trabajo reproductivo lo realizan mujeres inmigrantes (Stefoni, 2003, pp. 80-81)”.

Rodrigo Rocha Pérez, historiador y profesor en varias universidades chilenas, ratifica la relevancia del trabajo doméstico para las mujeres migrantes de nacionalidad peruana: “Todos los estudios contemporáneos referidos a emigración femenina en Latinoamérica y el Caribe, hablan sobre una emigración eminentemente laboral. De hecho, Lipszyc (2004) pone el acento en que esta forma de migración se relaciona con el servicio doméstico, trabajo en instituciones públicas, industria textil y maquilas, así como por motivos de estudio, o bien, por trata de personas y prostitución”.

Confirmando lo dicho por Wielandt y Stefoni, Rocha señala que “a pesar de su formación educacional, las mujeres inmigrantes peruanas tienden a trabajar mayormente en el servicio doméstico, lo que de cualquier modo supone un mayor salario que el que recibirían en Perú por trabajos más calificados… en muchos casos, la migración de la mujer peruana a Chile comienza sin acompañantes, como parejas o hijos, quienes se quedan en Perú. El que la mujer peruana esté sin hijos en la ciudad chilena donde trabaja facilita su incorporación puertas adentro en el servicio doméstico, sacrificando su vida independiente y permitiendo la apropiación completa de su persona por parte de terceros”.

1.3
Trabajo inhumano y trato degradante

Existen registros que demuestran que –al menos– en los últimos tres años, distintos grupos de trabajadores extranjeros han sido sometidos a condiciones de explotación laboral en Chile. Tan extremas han demostrado ser algunas de estas situaciones que han aparecido asociadas a la palabra esclavitud e incluso relacionadas con el delito de la trata de personas. Respecto a esto último, a pesar de que no sea materia de esta Convención, es importante advertir que la legislación chilena cuenta desde hace poco tiempo (marzo 2011) con la tipificación de los delitos de la trata de personas y del tráfico ilícito de migrantes (Ley 20.507, que Tipifica los Delitos de Tráfico Ilícito de Migrantes y Trata de Personas y Establece Normas para su Prevención y más Efectiva Persecución Criminal)
, a pesar de haber adscrito el Protocolo de Palermo en el año 2003. 
Por este motivo, varios de los casos que aquí se mencionan no pudieron ser considerados como parte de tal delito, quedando claramente en el ámbito de esta Convención como incumplimiento del artículo 10 (“Ningún trabajador migratorio o familiar suyo será sometido a torturas ni a tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes”), el 11.1 (“Ningún trabajador migratorio o familiar suyo será sometido a esclavitud ni servidumbre”) y el artículo 25.1 (“Los trabajadores migratorios gozarán de un trato que no sea menos favorable que el que reciben los nacionales del Estado de empleo en lo tocante a remuneración”) y de: a) Otras condiciones de trabajo, es decir, horas extraordinarias, horario de trabajo, descanso semanal, vacaciones pagadas, seguridad, salud, fin de la relación de empleo y cualesquiera otras condiciones de trabajo que, conforme a la legislación y la práctica nacionales, estén comprendidas en este término).
Los registros que se mencionan a continuación proceden de dos fuentes fundamentales: medios de comunicación y una publicación de la Organización Internacional para las Migraciones (OIM) del año 2008, que se refiere específicamente a casos que pueden ser identificados como trata de personas, independientemente de que, en el momento en que fueron escritos, la legislación chilena no permitía tipificar varios de ellos como tal, especialmente en el caso de la trata con fines de explotación laboral.

Precisamente, en dicha publicación (Investigación sobre trata de personas en Chile. OIM, 2008) se recogen los siguientes casos, que son de especial interés a la luz de este informe, pues obligan a prestar más atención a las situaciones laborales a las que son sometidos algunos trabajadores migrantes, y que en el Informe Inicial del Estado de Chile no son debidamente reflejadas (Informe Inicial, p.28). Independientemente de que la Constitución y las leyes de Chile expliciten la igualdad de todos/as los y las ciudadanas, tal como explica el Informe Inicial, han sido conocidos suficientes casos de situaciones denigrantes y de explotación a las que son sometidos grupos de migrantes, como para considerar preocupante la situación y lamentar que la Inspección del Trabajo, facultada, según el mencionado Informe, para sancionar ese tipo de situaciones, apenas haya dimensionado su gravedad.

Hay que advertir que no se referirán, en este informe, los casos registrados de mujeres y hombres extranjeros que, habiendo viajado a Chile para integrar el circuito de la prostitución, fueron víctimas de trata con fines de explotación sexual. Se considerarán solamente 
–circunscribiéndonos al ámbito de influencia de esta Convención– los casos en que se registró explotación laboral o sometimiento a trato vejatorio, y que no pudieron ser procesados como trata de personas por la ausencia de una legislación pertinente.

Casos referidos por el Informe OIM (2008)

· Se identificaron 22 ciudadanos chinos en la localidad de San Felipe (al interior de la Región de Valparaíso) (OIM, 2008; 88), trabajando en una empresa minera, y sometidos a largas jornadas de trabajo que excedían las 15 horas diarias, sin descansos semanales y sin los equipamientos de seguridad adecuados. Además, vivían en condiciones de hacinamiento (los 22 ciudadanos, en cuatro habitaciones mal habilitadas). Respecto a los salarios, se les prometió una cantidad en efectivo y otra a ser depositada en una cuenta en China. En el momento de la investigación de OIM, ninguna de las dos formas de pago había sido hecha efectiva, no contando con dinero ni para sus necesidades básicas. Esto, a su vez, aumentó el aislamiento de las víctimas que no podían salir del lugar por falta de dinero, sumado a las dificultades del idioma. OIM informa de inspecciones realizadas en la mina por el Ministerio Público, la Policía de Investigaciones y la Inspección del Trabajo, brindándoles la misma OIM apoyo a las víctimas (traductor y soporte institucional). Sin embargo, en el momento de edición de dicho informe (2008), los ciudadanos chinos continuaban trabajando en el mismo lugar.

· En Viña del Mar (ciudad turística del litoral central), OIM también identificó 15 ciudadanos chinos, trabajando en un restaurante de comida oriental (OIM, 2008; 89). Estaban en condiciones precarias de habitación: durmiendo en colchonetas en el mismo local donde trabajaban (dentro de las despensas, cocina, áreas de servicios y mantenimiento) sin ventilación ni ventanas, con un baño para 15 personas. Los trabajadores tenían turnos laborales de 14 a 16 horas, lo cual disminuía las posibilidades de salir del local. Tampoco tenían contacto con los clientes, y muy pocas ocasiones para comunicarse con su familia en China. Los trabajadores chilenos del restaurante atendían las mesas y la barra, y se les pagaban sus salarios como correspondía y se respetaban sus derechos laborales. Al igual que en el caso anterior, pese a que el local fue inspeccionado por sanidad, Inspección del trabajo y Policía de investigaciones, aplicando multas e iniciando procesos administrativos contra los propietarios, las condiciones de los trabajadores de nacionalidad china eran de encierro y de clara discriminación en el momento de la realización del estudio por parte de la OIM.

· En Punta Arenas (ciudad y puerto del extremo austral de Chile, Región de Magallanes), OIM identificó dos casos, un hombre y una mujer de origen ecuatoriano, sometidos a condiciones de explotación laboral. Se trataba de una pareja de ingenieros comerciales de Ecuador que viajaron a Punta Arenas respondiendo a una oportunidad de trabajo. Las condiciones de trabajo con las que se encontraron fueron distintas a las descritas en el aviso por Internet, con jornadas de 14 a 16 horas diarias y viviendo en condiciones de hacinamiento. La pareja huyó de vuelta a su país, costeando su traslado.

· En Arica (zona norte del país), OIM identificó tres casos de ciudadanos bolivianos que fueron víctimas de explotación laboral. Para mantenerlos en el trabajo y en las condiciones de aprovechamiento, se recurrió a un sistema de retención por deudas, habiéndoles financiado el pasaje y generando, con ello, una deuda que tuvieron que pagar a través de su trabajo. Además, se les retuvieron los documentos en su lugar de trabajo, y se les privó de alimentación; vivieron condiciones de hacinamiento y exceso de jornada laboral (OIM, 2008; 74).

· En la capital, Santiago, OIM identificó el caso de cuatro jóvenes de origen ecuatoriano (incluyendo una menor de edad), que fueron sometidos a condiciones de trabajo denigrantes y de explotación y cuyos documentos fueron retenidos. Atraídos por una oferta para trabajar en una tienda de artesanías, los cuatro ciudadanos/as ecuatorianos/as tuvieron que trabajar vendiendo artesanías en las calles, con turnos de más de 12 horas diarias y un salario que no llegaba a la mitad del prometido en la oferta (60 dólares al mes).

Casos identificados a través de la prensa

Uno de los casos que recientemente ha generado mayor interés mediático ha sido el de 55 ciudadanos paraguayos, incluyendo dos personas menores de edad, que denunciaron y solicitaron públicamente protección considerando las condiciones denigrantes y de explotación laboral a las que fueron sometidos en dos fundos agrícolas de la Región de O’Higgins, de propiedad de Francisco Javier Errázuriz
, conocido empresario que ocupó también algunos puestos políticos en el pasado.

La mayoría de las víctimas fueron contactadas en Ciudad del Este, Paraguay. Ofrecían excelente trabajo, buenas condiciones laborales, 3 millones de guaraníes por mes (cerca de 750 dólares, unos 350.000 pesos chilenos). Las víctimas ingresaban a Chile como turistas y con una carta de invitación del empresario para conocer y capacitarse en el trabajo de los viñedos y empresas vitivinícolas. Se calcula que fueron alrededor de 12 grupos, de aproximadamente 25 a 40 personas, que no se conocían entre sí. Las condiciones laborales reales eran muy diferentes a las mencionadas inicialmente: a la llegada al país se les comunicaba que el sueldo sería solo de 180.000 y que debían cancelar la deuda de pasajes, habitación, alimentación, vestuario. Algunas de las vulneraciones referidas por las víctimas: la mayoría no recibió su sueldo; trabajaban 14 horas diarias de lunes a lunes; vivían en total hacinamiento (60 personas en un lugar para un máximo de 30 personas); deficiente alimentación, y trabajo extremadamente pesado para las personas menores de edad.
A raíz de la denuncia de explotación laboral en los predios de Francisco Javier Errázuriz en Chile, presentada por tres ciudadanos paraguayos
 (17 de mayo 2011), , la Unidad I Especializada en Trata de Personas y Explotación Sexual de Niños/as y Adolescentes del Ministerio Público Paraguayo imputó a dos de los responsables del reclutamiento por el delito de “trata de personas con fines de explotación personal y laboral y tráfico ilícito de personas”, ambos actualmente detenidos en Ciudad del Este, Paraguay. Por su parte, en Chile, la Gobernación inició el procedimiento policial por “Infracción a la ley de extranjería”. La Fiscalía Regional de O’Higgins se encuentra en la fase de investigación coordinándose con la Fiscalía Paraguaya. La Dirección del Trabajo confirmó que en una fiscalización realizada en los mencionados predios se detectaron 34 trabajadores extranjeros sin contrato ni visa de trabajo. El Ministerio del Trabajo cursó una multa de más de 14 millones de pesos al empresario (alrededor de US$ 30.500), susceptible de ser ampliada, pues aún falta calcular las sanciones por otros 16 trabajadores que se encontraban en situación irregular en uno de los fundos, además de los meses que estuvieron allí laborando.

Otros casos similares mencionados en la prensa (2011), que demuestran que muchos trabajadores inmigrantes son efectivamente víctimas de tratos vejatorios y abuso laboral:

· La Radio Bío-Bío informó, el 19 de julio del 2011, que tres jóvenes indonesias, en Punta Arenas, huyeron de casas de sus empleadores, denunciando tratos inhumanos, extensión de horario laboral y el no pago de sus remuneraciones e incumplimientos de contrato laboral. La diputada Carolina Goic señaló que, “de acuerdo a los antecedentes recogidos, estamos frente a un caso de absoluta irregularidad en torno a su contratación, por el no pago de sus sueldos –a pesar que le hacían firmar sus liquidaciones de sueldos– malos tratos y abusos que son inaceptables en este siglo, más aún en un país en donde existe una legislación laboral que debería proteger a todos sin distinción”.

· La Agencia UPI, el 26 de mayo del 2011, informa que el Departamento de Investigación de Organizaciones Criminales (OS-9) de Carabineros detuvo a 14 personas al desbaratar a dos bandas dedicadas a la “trata de personas” con fines de prostitución. Las redes delictuales traían preferentemente mujeres desde República Dominicana, a quienes les ofrecían trabajo de camareras y garzonas, con sueldos ascendentes a los tres mil dólares. Escuchas telefónicas y un agente encubierto lograron establecer las redes dedicadas al comercio sexual. En Santiago fueron detenidos cinco dominicanos, cuatro chilenos y una ecuatoriana; en Caldera se detuvo a una dominicana; en el puerto de San Antonio se detuvo a dos chilenas; y en Concepción se arrestó a una dominicana y a un chileno. A los imputados extranjeros se les dieron a conocer los derechos que les asisten por la Convención de Viena y se informó a los respectivos consulados de sus países.

· Un medio de la ciudad de Chillán (La Discusión de Chillán, 14 enero 2011) informó que una niña ecuatoriana de 15 años, “invitada” a vacacionar a Chillán (ciudad del sur de Chile) por una pareja de ecuatorianos que vendía artesanía, fue obligada a trabajar en tareas domésticas y venta de artesanía por 100 dólares al mes, impidiéndole volver a su país, hasta que devolviera los gastos de su estada y pasaje. La niña se presentó a la Policía de Investigaciones solicitando ayuda, manifestando maltrato y degradación, quedando finalmente bajo la custodia del Servicio Nacional de Menores hasta el retorno a su país.

En definitiva, la evidencia de trato degradante e inhumano, así como el sometimiento a condiciones laborales –en algunos casos cercanas a la esclavitud– ha sido registrada en un número importante de casos en los últimos tres años en Chile. Ante a la frecuencia de estas situaciones, resulta insuficiente que el Informe Inicial del Estado de Chile solamente refiera la formalidad de la ley, considerando que, evidentemente, se trata de situaciones en que han sido violadas. Frente a estas ilegalidades, sin embargo, las fiscalizaciones emprendidas y mencionadas no han resultado suficientemente eficientes.
2.
Garantizar los derechos de los migrantes a la libertad de pensamiento, de expresión y de religión
(Artículos 12 y 13 de la Convención)

En el informe del Estado chileno se señala que en el país no existen diferencias entre nacionales y extranjeros en el ejercicio de la libertad de expresión, y que si alguna persona fuera perjudicada por los medios de comunicación social tendrá el derecho a defenderse, al igual que cualquier persona. Este principio universalista del derecho desconoce las dificultades que encuentran los distintos grupos para su ejercicio: falta de recursos económicos, desconocimiento del funcionamiento de la ley y temor a represalias, son algunos factores que dificultan la efectividad de este derecho. Sin embargo, lo más grave es la ausencia al día de hoy de una ley que sancione las acciones y prácticas discriminatorias. Si bien el 14 de marzo del año 2005, el ex Presidente Ricardo Lagos ingresó a la Cámara de Diputados una propuesta de Ley de Antidiscriminación, ésta sigue en discusión. Por tanto, en Chile no existen herramientas legales para garantizar estos derechos.

En este contexto, la Red Chilena de Migración e Interculturalidad (RedMI) constató que medios de comunicación emiten información degradante y ofensiva respecto a los y las migrantes por su condición, aspecto físico, etnia, costumbres u origen. Frente a estos hechos, se han escrito cartas a los medios y se han presentado requerimientos frente al Consejo Nacional de Televisión (por ejemplo, capítulo “Invasión silenciosa” del programa “En la mira” del canal Chilevisión el 22 de junio del año 2011).
 

Con respecto a la libertad religiosa y de pensamiento, el Estado chileno declara que “no existe para los extranjeros limitación o restricción para profesar una religión” (párrafo 109, pág. 28). Se señala que los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión. Ese derecho incluirá la libertad de profesar o de adoptar la religión o creencia de su elección, así como la libertad de manifestar su religión o creencia, individual o colectivamente, tanto en público como en privado, mediante el culto, la celebración de ritos, las prácticas y la enseñanza.

A su vez, en el informe enviado por el Estado chileno se expresa que éste se compromete a respetar la libertad de los padres, cuando por lo menos uno de ellos sea trabajador migratorio, y, en su caso, de los tutores legales para hacer que los hijos reciban la educación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones. Ahora bien, según la legislación chilena en el Art. 6º de la Ley N°19.638 se declara:

La libertad religiosa y de culto, con la correspondiente autonomía e inmunidad de coacción, significan para toda persona, a lo menos, las facultades de:

a) Profesar la creencia religiosa que libremente elija o no profesar ninguna; manifestarla libremente o abstenerse de hacerlo; o cambiar o abandonar la que profesaba;

b) Practicar en público o en privado, individual o colectivamente, actos de oración o de culto; conmemorar sus festividades; celebrar sus ritos; observar su día de descanso semanal; recibir a su muerte una sepultura digna, sin discriminación por razones religiosas; no ser obligada a practicar actos de culto o a recibir asistencia religiosa contraria a sus convicciones personales y no ser perturbada en el ejercicio de estos derechos.

No obstante, la legislación chilena sólo contempla como feriados las fiestas civiles y los domingos, fiestas propias de la religión católica y un día dedicado a las iglesias evangélicas.
 En consecuencia, sólo aquellos trabajadores migrantes que pertenezcan a dichas confesiones pueden conmemorar sus festividades y observar su día de descanso semanal. 
La falta de herramientas legales que protejan a los inmigrantes sus derechos de libre expresión, pensamiento y creencias religiosas es especialmente problemático en un contexto de discriminación hacia la población migrante que explicaremos a continuación. RedMI constató la existencia de situaciones de discriminación hacia los/as migrantes por su condición étnica, racial, socioeconómica y religiosa (ámbito público y privado), y que no existen mecanismos legislativos que prevengan estas situaciones. Según un informe del Ministerio del Interior de Chile (2008), un 35% de la población migrante dice haber experimentado discriminación frente a un 75% que no la ha sufrido. Entre las nacionalidades estudiadas resaltan peruanos, bolivianos y colombianos (Ministerio del Interior, 2008). Respecto a la percepción de los chilenos sobre la población inmigrante, un 27% rechaza a los inmigrantes que viven en Chile, un 33% encuentra que no es relevante y un 39% acepta la importancia de ellos (Universidad de Chile y Universidad Católica, 2008). Por otro lado, el rechazo hacia este grupo también se manifiesta en las aulas, con los niños, niñas y adolescentes chilenos, los que al ser consultados respecto de cuáles creen ellos que corresponden a nacionalidades inferiores, se inclinan por la peruana (32%), boliviana (30%) y la argentina (16 %) (UNICEF, 2004).
Según un estudio realizado por Fundación Ideas (2009) sobre la discriminación de la población migrante, principalmente andina, un 57,9% se ha sentido discriminado en Chile en alguna ocasión, mientras que un 34,7% no lo ha sentido así y un 7,4% no responde. Al ser consultados por la frecuencia de la discriminación, un 37% dice que siempre, un 10,6% señala que casi siempre, un 43,5% afirma que a veces, un 13,4% expresa que casi nunca, un 21,8% manifiesta que nunca y un 6,9% no responde.

Acerca del espacio donde han sufrido discriminación, un 17,1% señala que en diversos espacios públicos, un 27,3% menciona los espacios privados, un 10,2% indica los espacios administrativos, un 1,4% asegura que en el trasporte público, en tanto que un 10,6% señala en todas las anteriores; sólo un 22,2% no lo ha experimentado en ninguno de estos espacios.

En tanto, los niños y niñas migrantes y refugiados, principalmente provenientes de países como Perú y Bolivia, se ven expuestos a distintos tipos de maltrato asociados a la intolerancia y discriminación. En el trabajo que desarrolla la Corporación Colectivo Sin Fronteras con niños y niñas de diferentes nacionalidades, al menos un tercio de los padres y madres manifiesta que sus hijos e hijas han sufrido algún tipo de discriminación grave asociado a su nacionalidad en el contexto escolar, principalmente por parte de compañeros/as. 

“No hay mucha gente discriminadora por acá por Recoleta. Donde hay es en el centro, en el Metro o en la micro” (Esmeralda, 22 años, Bolivia, tres meses en Chile).

“A una señora la han discriminado por andar vestida de polleras, o sea de chola. La han molestado y a una la molesta que se anden riendo de la ropa que usa y que le digan: ‘¡Sácate tu disfraz!’” (Fabiola, 36 años, Bolivia, tres meses en Chile).

“El día que fui a dar a luz a mi hijo, igual fue feo. Fue horrible, porque justo ese día jugó la selección boliviana con Chile, jajajá. Pero... ahí el médico fue discriminador. Dijo: ‘¿A qué vino a Chile a tener su guagua? ¿Por qué no se va a su país? Acá los bolivianos son puros perdedores, ¿viste el partido? Perdieron’. Y después vino la enfermera y decía: ‘Los extranjeros vienen sólo a tener guaguas aquí, ¿para qué? ¿Para tener la visa definitiva?’”(Esmeralda, 31 años, Bolivia, ocho años en Chile).

Fuente: Somos Migrantes, Experiencias de Integración a la ciudad de Santiago, Fundación Ideas/AECID, 2011.

Cabe destacar que los avances en la promoción de derechos de libertad de expresión, pensamiento y religión provienen en su mayoría de iniciativas de la sociedad civil. En muchos casos estas actividades se han realizado en conjunto con organismos del Estado, pero se trata de iniciativas de la sociedad civil, como por ejemplo: Diario Contigo Perú, Programa “Bienvenido a Chile” de  la Fundación Servicio Jesuita a Migrantes”, entre otros.

En conclusión, este contexto de discriminación hacia la población inmigrante y la falta de medidas legales que protejan los derechos de grupos migratorios referidos a libre expresión, pensamiento y religión terminan por obstaculizar las posibilidades de expresión y conservación de las creencias, costumbres y tradiciones de las culturas de origen de los grupos migratorios. Se ve dificultada la posibilidad de inclusión de diversas formas de vida, culturas e identidades propias de los inmigrantes, teniendo que someterse a la cultura dominante chilena. Por tanto, la diversidad cultural que los inmigrantes traen a la sociedad chilena es invisibilizada.
3. 
Garantizar a los migrantes el acceso a la información sobre sus derechos 
(Artículos 33 y 37 de la Convención)
El artículo 33 señala el deber del Estado de origen, el Estado de empleo o el Estado de tránsito, según corresponda, proporcione información a las y los inmigrantes acerca de sus derechos, los requisitos para su admisión, sus derechos y obligaciones con arreglo a la ley y la práctica del Estado interesado y cualesquiera otras cuestiones que les permitan cumplir formalidades administrativas o de otra índole en dicho Estado. Para ello, se indica que los Estados Partes adoptarán todas las medidas que consideren apropiadas para difundir la información mencionada o velar para que sea suministrada por empleadores, sindicatos u otros órganos o instituciones apropiados. Según corresponda, cooperarán con los demás Estados interesados.

Mientras, el artículo 37 indica que “antes de su partida, o a más tardar en el momento de su admisión en el Estado de empleo, los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán derecho a ser plenamente informados por el Estado de origen o por el Estado de empleo, según corresponda, de todas las condiciones aplicables a su admisión y, particularmente, de las relativas a su estancia y a las actividades remuneradas que podrán realizar, así como de los requisitos que deberán cumplir en el Estado de empleo y las autoridades a que deberán dirigirse para que se modifiquen esas condiciones”.

3.1 
Situación en Chile
En Chile, la población inmigrante tiene insuficiente acceso a la información sobre sus derechos y responsabilidades en tanto inmigrante. El Estado chileno no ha implementado campañas regulares de información hacia los y las inmigrantes ni tampoco les hace entrega de información detallada a su arribo al país. La población inmigrante debe acceder obligatoriamente a la página web del Departamento de Extranjería y Migración para informarse, lo que dificulta el conocimiento de sus derechos a muchas personas extranjeras que viven en lugares en los que no se tiene acceso a Internet.

Por ejemplo, las y los inmigrantes no saben cuáles son las características de los distintos tipos de visa a los que pueden acceder
 y, por lo general, desconocen los beneficios del Acuerdo sobre Residencia para Nacionales de los Estados Parte del Mercosur, Bolivia y Chile (en vigencia en Chile desde el 4 de diciembre de 2009), que permite a ciudadanos de Argentina, Bolivia, Brasil, Paraguay y Uruguay obtener una visa de residencia temporaria por un año, prorrogable por igual período, y que se encuentren en Chile, independiente de la actividad que vengan a realizar, lo que les exime de la obligación de tramitar una visa sujeta a contrato. En la práctica, los funcionarios de Inmigración no aplican este Acuerdo a ciudadanos y ciudadanas de los países mencionados a menos que la persona lo solicite expresamente, sobre todo en el caso de ciudadanos bolivianos a quienes se les exige, si quieren permanecer en el país, una visa sujeta a contrato.

Otra situación que vulnera el acceso a la información sobre los derechos de las inmigrantes, es el desconocimiento por parte de funcionarios gubernamentales y del personal de consultorios y hospitales acerca de la normativa nacional que estipula que las mujeres en estado de gravidez, incluso en situación irregular, pueden obtener la visa de embarazo para lo cual basta presentar un certificado médico ante las autoridades de Extranjería. Lo mismo sucede con la norma que establece acceso de niños y niñas menores de 18 años a la educación y a servicios de salud.
Aun cuando el Estado chileno señala algunos esfuerzos para la difusión de información (Informe Inicial de la República de Chile, Apartado 20, párrafos 197 y 198), las organizaciones de la sociedad civil que trabajan constantemente con la población inmigrante en Chile han constatado que dicha información es escasa y esporádica. Un sondeo realizado a migrantes latinoamericanos en Chile constató que ante la pregunta: ¿Cree que debería existir mayor información sobre sus derechos?, un 91,7 % afirma que es muy necesario, un 6,9% tal vez y solo un 1,4% señala que no.
 

La difusión de los derechos a los que hasta ahora puede acceder la población inmigrante la ha asumido, en los hechos, la sociedad civil a través de diversas organizaciones. Se han elaborado y distribuido gratuitamente guías, panfletos, dípticos, entre otros, y realizado campañas informativas en las regiones del norte del país y en la Región Metropolitana.
 También se han realizado numerosas charlas y talleres sobre los diferentes tipos de visas, el acceso a la salud y a la educación, así como campañas de sensibilización sobre el tema migratorio. Además, organizaciones de la sociedad civil han trabajado directamente con funcionarios/as a nivel local (municipios), regional y nacional para sensibilizarlos sobre el tema.
 
En este trabajo se ha constatado que muchos funcionarios no manejan de manera homogénea la información sobre las normativas y las interpretan de variadas formas. Por otra parte, algunos de los funcionarios de las Oficinas de Información, Reclamos y Sugerencias (OIRS), implementadas por el Departamento de Extranjería y Migración, desconocen la normativa nacional y la aplicabilidad de derechos respecto de servicios específicos o bien manejan información confusa, dispar y en algunos casos errónea. En otro ámbito, algunas universidades han formado clínicas jurídicas y psicológicas para migrantes.
 Además, se han creado algunos sitios web en los que se difunde información hacia la población inmigrante, tales como www.somosmigrantes.cl
 y www.insmujer.cl/soymigrante
  donde se da respuesta a las dudas en forma online, en el primer caso, y a través de la consulta de la Guía de Apoyo Soy Migrante, Tengo Derechos, en el segundo. Sin duda, un esfuerzo realizado por la sociedad civil para responder a la creciente demanda de información.

Sin embargo, es el Estado chileno, que cuenta con recursos y mayor alcance territorial que las organizaciones de la sociedad civil –debiendo responder a sus compromisos internacionales–, el que debe actuar como principal actor de la difusión de los derechos de los y las inmigrantes y de su ejercicio una vez que ellos y ellas llegan al país, para prevenir la vulneración de derechos y la fragilización social de las personas inmigrantes y de sus familias.
4.
Asegurar la Igualdad ante la ley y a no ser sentenciados a penas desproporcionadas como la expulsión
(Artículo 7, 18 y 22 de la Convención)
La legislación chilena asegura a todas las personas
 un conjunto de derechos fundamentales, sin distinguir, por lo tanto, entre nacionales y extranjeros. En una dimensión formal se cumpliría la exigencia de igualdad entre ambos grupos. Sin embargo, la dificultad resulta al constatar que, de hecho, los extranjeros, con mayor razón si carecen de un permiso de residencia, se encuentran en una situación que demanda acciones del Estado para garantizar dicha igualdad, porque esta no existe ni se produce naturalmente.

Por ejemplo, si los trabajadores nacionales suelen encontrarse en un plano de inferioridad respecto al empleador (relación que la legislación laboral busca equilibrar), tratándose de los extranjeros esto se ve agravado, pues su permanencia en el país depende de la vigencia de la relación laboral, o porque al carecer de visa de residencia deben aceptar una oferta de trabajo, independientemente de la remuneración y las condiciones de desempeño. Lo anterior los obliga a tolerar abusos y maltratos, que de otra manera no admitirían sufrir.

En la Novena Conferencia Sudamericana sobre Migraciones, realizada los días 21 y 22 de septiembre de 2009, en la ciudad de Quito, República del Ecuador y en la Décima Conferencia Sudamericana sobre Migraciones, realizada los días 25 y 26 de octubre del 2010 en Cochabamba, Estado Plurinacional de Bolivia, los representantes de los países participantes, en los que se incluye a Chile, declararon lo siguiente: “1. Reconocer a las personas, el derecho a migrar, a no migrar y retornar de forma libre, informada y segura sin criminalizar sus desplazamientos y al migrante  como centro de las políticas, normativas y programas migratorios. No se considerará a ningún ser humano como ilegal por el hecho de estar incurso en una situación migratoria irregular” (Declaración de Principios Migratorios y Lineamientos Generales de la Conferencia Sudamericana de Migraciones). 
De acuerdo a la organización ProAndes, la que trabaja en convenio con el Consulado de Perú en Santiago y atiende mensualmente a unos 350 inmigrantes (no sólo peruanos), uno de los principales problemas en el ámbito laboral radica en la exigencia de contar con contrato para solicitar la visa. “Esta visa exige al migrante tener un empleador dispuesto a firmar un contrato con cláusulas especiales que le obligan a pagar los pasajes de regreso al trabajador y su familia, además de esperar tres meses, que es lo que demora la visa, para que el extranjero pueda trabajar. Entonces, los migrantes que entraron como turistas o con salvoconducto (que les permite llegar sólo hasta Arica) buscan una persona que les consiga un contrato y pagan hasta 30 mil pesos por ello (unos US$65). Hemos descubierto casos como el de una señora de 70 años que tenía como 20 empleados extranjeros en su casa. Le pagarán unos cinco mil pesos por cada firma y el “tramitador” se gana el resto. Pero como ya son muchos los extranjeros empleados por una persona que no tiene empresa, las visas comienzan a ser rechazadas y Extranjería le pide a los migrantes que abandonen el país en 10 días. Pero a la persona que está en el tráfico de personas no se le sanciona. Y Extranjería sabe quién es”.

Según ProAndes, los “tramitadores” cobran hasta 300 mil pesos (unos US$650) por legalizar a un trabajador irregular. “Los ‘tramitadores’ han surgido debido al gran número de personas con ingreso clandestino que no pueden regularizar su situación. Entonces, aparecen individuos que les ofrecen hacerlo por una cantidad que va de 200 mil a 300 mil pesos. Algunos han venido acá con su cédula de identidad y nos dicen ‘bueno, pagué los 300 mil pesos, pero era la única forma’. Pero otros pasan el primer proceso y después son rechazados. Entonces, la persona que cobró les dice ‘yo ya hice mi trabajo, te saqué tus papeles y ya no es culpa mía que te los hayan rechazado’. De acuerdo al Protocolo de Palermo, eso es tráfico de personas”. 

“Las cifras oficiales sobre denuncias y sanciones aportadas por el Departamento de Inspección de la Dirección del Trabajo indican que en 2006 se registraron 350 denuncias de infracciones laborales que afectaban a extranjeros, las que aumentaron a casi el doble en 2007, con 634 casos. Aún así, sólo representaron el 0,4% del total de denuncias en 2006 y el 0,7% en 2007. Las denuncias que terminaron en sanción fueron aún menores en relación al total: 57 en 2006 (0,1% respecto del global) y 111 en 2007 (0,2%)”.

Esta situación exige la acción positiva o de protección del Estado empleador, en favor de los trabajadores inmigrantes, de una manera que no vulnere la razonabilidad de la discriminación. No basta con una igualdad formal para dar cumplimiento a las obligaciones de la Convención es necesario que el ejercicio del derecho tenga lugar efectivamente en términos semejantes a los nacionales.
4.1
Igualdad ante los tribunales y cortes de justicia

Si bien la legislación procesal nacional contempla la institución del intérprete, no los hay disponibles en número suficiente, y tampoco cubren todas las lenguas más usadas (por ejemplo, el creole, tratándose de los inmigrantes procedentes de Haití).

Este hecho afecta no sólo el ejercicio de sus derechos en juicio, sino que muchas veces les impide comprender las explicaciones entregadas por los funcionarios de la Administración del Estado, o las disposiciones legales y reglamentarias que les son aplicables.

4.2
Expulsión


Por regla general, en el ordenamiento jurídico chileno los actos de la administración del Estado admiten control por varios órganos de naturaleza diversa (Tribunales de Justicia, Tribunal Constitucional, Contraloría General de la República), así como el empleo de diversas acciones procesales (por ejemplo, Acción de nulidad de derecho público, Recurso de Protección). Además, en los procesos jurisdiccionales rige el principio de la doble instancia, de modo que toda decisión admite un segundo pronunciamiento por un tribunal superior.

Sin embargo, tratándose de los inmigrantes, el Decreto Ley N° 1.094 de 1975 (Ley de Extranjería) contempla como única acción de reclamo contra un decreto de expulsión,
 el recurso ante la Corte Suprema, el que debe interponerse dentro de las 24 horas de notificado el decreto y debe resolverse por dicha Corte en un plazo máximo de cinco días. El plazo de 24 horas con que se notifica el decreto de expulsión al afectado es un plazo extremadamente breve y, en consecuencia, muchas veces hace ilusoria esta acción.

Por lo tanto, no se trata –como ha sostenido alguna autoridad del Estado– de un proceso largo e infundado, en el que los inmigrantes irregulares hagan uso y abuso de los recursos y procedimientos como una manera de extender su estadía. Muy por el contrario, se trata del único procedimiento que contempla la ley y que tiene como única instancia la presentación ante la Corte Suprema.

Pero, donde más evidentemente se demuestra que los inmigrantes no se encuentran en situación de reclamar sobre los procedimientos de expulsión, por la vía legal, es en el número de recursos de esta naturaleza que se han presentado en los últimos tres años ante la Corte Suprema. Según cifras entregadas por la propia Corte, en el año 2008 se ingresaron cinco recursos, el año 2009 hubo 14 y el año 2010 se presentaron 18 recursos. Ello evidencia que se trata de una acción legal utilizada sólo en condiciones excepcionales por aquellos inmigrantes que pueden acceder a un abogado que los represente.

En consecuencia, esta no es una vía efectiva para ejercer su derecho a un debido proceso, pues resulta tan costosa, difícil y de tan breve plazo de interposición que ni siquiera constituye una alternativa real para los inmigrantes.
5.
Garantizar el derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad personal
(Artículos 9, 14 y 16 de la Convención)

Si bien la Constitución Política del Estado de Chile (Artículo 19, Nº 1) asegura a todas las personas, también a los extranjeros, el derecho a la vida, y a la integridad física y psíquica, esta sola consagración jurídica no puede bastar para entender cumplida la obligación que la Convención impone al Estado de Chile.

Conforme a los datos aportados por el Observatorio de Control Interamericano de los Derechos de los Migrantes (OCIM), “en Chile, cada 22 días muere un migrante, principalmente peruano, por actos de violencia relacionados con xenofobia o discriminación”.
 Nótese que esta cifra se refiere sólo a las muertes y, por tanto, no refleja el número de agresiones sin resultado de muerte, con lo que puede suponerse que existe una periodicidad menor tratándose de lesiones, amenazas o violencia verbal o psicológica.

El derecho a la vida supone que los trabajadores migrantes y sus familias también tengan acceso a la alimentación adecuada, así como a las prestaciones de salud que les sean necesarias. Más aún si la Constitución Política de la República afirma que el Estado debe contribuir a crear las condiciones sociales que permitan a todos y a cada uno de los integrantes de la comunidad nacional su mayor realización espiritual y material posible, con pleno respeto a los derechos y garantías
 que ella misma establece.
Respecto del Artículo 14 de la Convención, referido a la protección de la ley ante injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, familia, hogar, correspondencia u otras comunicaciones, así como ante ataques ilegales contra su honor y buen nombre, la Fundación Servicio Jesuita a Migrantes ha presentado, en julio de 2011, una denuncia al Consejo Nacional de Televisión en contra del programa “En la mira”, transmitido por el canal Chilevisión, por el reportaje “Invasión Silenciosa” (difundido el 22 de junio de 2011), el que exhibió una serie de imágenes con un fuerte contenido de carácter negativo, que, en definitiva, fomentan la exclusión de un tipo de extranjeros por parte de la sociedad chilena. Califica al fenómeno migratorio de invasivo y silencioso, asociándolo de forma injustificada y apresurada a una serie de problemáticas que dicen relación, principalmente, con el aumento en los niveles de delincuencia, precisamente en aquellas ciudades con mayor presencia de inmigrantes (por ejemplo, la ciudad de Iquique). Con esto se caracteriza de manera negativa a toda la población inmigrante.

6.
Garantizar el derecho a la nacionalidad
(Artículo 29 de la Convención)

Conforme al Artículo 10 Nº 1 de la Constitución Política de la República de Chile son chilenos quienes nacen en el territorio de Chile, se excluye a los hijos de extranjeros que se encuentran en Chile al servicio de su Gobierno, y de extranjeros transeúntes. No obstante, se les concede a los nacidos en Chile que no gozan de la nacionalidad chilena la posibilidad de optar por esta.
Sin embargo, el Servicio de Registro Civil ha entendido que aquellos extranjeros que carecen de visa de residencia tienen la calidad de transeúntes y, por lo tanto, al inscribir el nacimiento de un hijo lo hace con el carácter de extranjero transeúnte, y no como chileno.

Además, conforme al Decreto Ley N°1.094 de 1975, compete al Ministerio del Interior determinar cuáles son los documentos que permiten acreditar la residencia de un extranjero en Chile.

Este proceder de la Administración del Estado ha debido ser enmendado por el Poder Judicial, conociendo de la acción de reclamación de nacionalidad interpuesta generalmente por la madre del afectado, con las consiguientes dificultades derivadas de esta situación.

7.
Garantizar a los migrantes el acceso a los servicios educativos y sociales 
(Artículos 27-28, 30, 43-45 y 54 de la Convención)

7.1
Educación
Dirección provincial de Educación instruye a que niños 
y niñas repitan de curso, hasta que obtengan RUT. 
(Profesional Red de Infancia, Iquique).

Cotidianamente se discrimina a los niños y niñas 
(Actores ONGs y sociedad civil, Iquique, Calama, Copiapó, Antofagasta).

Directores de Escuelas solicitan RUT de niños y niñas para las matrículas 
(Profesional ONG, Antofagasta). 

“Choferes no transportan a niños migrantes aunque tengan su carnet escolar” 
(Profesor Escuela, Calama).

“Niños y niñas que no logran sacar su visa no pueden ingresar a 
programas de la JUNAEB para alumnos prioritarios” 
(Profesional Escuela, Estación Central)

El año 2005 el Ministerio de Educación dictó un Instructivo (N° 07/1008) que “Instruye sobre el Ingreso, permanencia y ejercicio de los derechos de los alumnos(as) inmigrantes en los establecimientos educacionales que cuentan con reconocimiento oficial”. En él se establece que los niños inmigrantes “deberán ser aceptados y matriculados provisionalmente en los establecimientos educacionales”, y “será suficiente requisito que el postulante presente al establecimiento una autorización otorgada por el respectivo Departamento Provincial de Educación y un documento que acredite su identidad y edad”. Se establece además, que “Matriculado provisionalmente un alumno(a) inmigrante”, el sostenedor del establecimiento educacional subvencionado tendrá derecho a la subvención correspondiente.

A pesar de esta normativa, al término del año escolar no se pueden ingresar las notas al sistema, promover a los alumnos formalmente si corresponde ni emitir los certificados de los cursos aprobados. Esto, porque para dichos trámites se requiere que el niño(a) tenga un RUN (Rol Único Nacional), sin el cual no es posible ser parte del registro oficial de alumnos de Chile (SIGE, Sistema de información general de la Educación, ex RECH, Registro de Educación de Chile). El RUN se otorga solamente a los niños(as) que cuentan con una visa de estudiante o una visa de residencia temporaria (Fuente: Oficina Ayuda MINEDUC, Ministerio de Educación de Chile, enero de 2011). Casos extremos se han dado en Iquique, donde por instrucción del Departamento Provincial de Educación se instruye no promover de año escolar a niños y niñas que no cuenten con RUN, haciendo que repitan hasta tres años consecutivos el mismo curso, en los casos en los que los padres no pueden regularizar los documentos necesarios para tramitar las visas (principalmente certificado de nacimiento legalizado en el país de origen para ser válido en el extranjero).

Para las personas en necesidad de protección internacional, en Chile se han implementado en los últimos dos años prácticas de “pre-admisibilidad”, o “reorientación”. Estas prácticas se aplican tanto en Santiago como en las otras regiones y limitan el acceso al procedimiento de reconocimiento de la condición de refugiado. Esto ocurre en base a una entrevista preliminar, realizada por personal administrativo, ignorando el procedimiento. Estas prácticas y los criterios que se utilizan no se encuentran normados ni reglamentados. Los niños extranjeros cuyas solicitudes no son admitidas, pasan a ser migrantes en condición migratoria irregular. Por ejemplo, en los últimos meses, en Iquique (Región de Tarapacá, norte de Chile), se ha negado el acceso al procedimiento a casi la totalidad de las personas que se acercaron a la Gobernación provincial con el objeto de solicitar protección internacional (Fuente: Información entregada por el ACNUR-Oficina de Enlace en Chile, marzo de 2011). 

Por otra parte, las personas que son reconocidas con el estatuto de refugiado, y que antes de su salida del país de origen no han legalizado los documentos de estudio de sus niños(as) en las instituciones correspondientes, quedan en una situación de desamparo, ya que no les es posible –en la mayoría de los casos– contactar a un familiar o conocido que realice el trámite en el país de origen, y el Gobierno de Chile tampoco lo realiza (Fuente: Área de Refugio de la Vicaría de la Pastoral Social, AREVI, abril 2011). El resultado es que los niños(as) deben someterse al procedimiento de validación de estudios (exámenes libres para validación de estudios previos), existiendo la posibilidad de que no les sean acreditados los años aprobados con anterioridad en sus países de origen. Esta es una dificultad con la que se encuentran todos los niños(as) inmigrantes que, teniendo un RUN, no cuentan con los certificados de estudios legalizados en sus países de origen. En la situación de contar con los certificados de estudios, pero sin las legalizaciones correspondientes, el apoderado(a) debe realizar el trámite de la convalidación de estudios, con objeto de acreditar los años de estudios aprobados por el niño(a) en el extranjero. 

Niños y niñas que no cuentan con RUN son excluidos de programas de salud y otros que se implementan en las escuelas (no pueden ser incluidos como alumnos prioritarios). 

Los jóvenes migrantes y refugiados de sectores populares no pueden acceder, en condiciones de igualdad, a la oferta pública de becas y crédito solidario para estudios técnicos o universitarios. 

Los avances normativos en educación no se aplican cabalmente por desconocimiento, interpretaciones restrictivas, negligencia y/o prácticas discriminatorias de funcionarios de las provinciales de educación y las propias entidades educacionales.

7.2
Salud

“Existen casos en los que en consultorios y hospitales se requiere
 el pago o la firma de un pagaré para la atención a niños y niñas” 
(Asistente Social ONG, Arica).

“Consultorios tienen rechazo a los extranjeros” 
(Asistente social, ONG, Antofagasta).

“Hospitales niegan atención a refugiados” 
(Refugiado colombiano, Iquique).

“No atienden si no tienen RUT” 
(Profesional ONG, Calama).

“Si las cosas se hicieran como se ha hablado, la realidad de los migrantes sería otra. Especialmente la gente de Salud es la que más discrimina a la gente” 
(Institución de Iglesia, Calama).

“Por la implementación de Agenda Digital, ningún paciente puede atenderse si no tiene Rut, en consultorios se le da número ficticio sólo para consultorios” 
(Asistente Social Consultorio de Salud, Calama).

El año 2007, el Ministerio del Interior celebró un Convenio de Colaboración con el Ministerio de Salud (Ministerio del Interior, Resolución exenta N° 1914, 13 de marzo 2008; Ministerio de Salud, Resolución exenta N° 512, 30 de noviembre de 2007). De acuerdo a este Convenio, ambos ministerios acordaron generar los procedimientos necesarios para: “Proporcionar a todos los niños, niñas y adolescentes menores de 18 años extranjeros, atención de salud en los establecimientos de la red pública de salud en igualdad de condiciones de sus pares chilenos. Lo anterior será válido para todos los menores de 18 años, independiente de su situación migratoria en Chile, y la de sus padres, tutores o representantes legales”. Este convenio permite la entrega de un permiso de residencia temporaria a los niños migrantes, independientemente de su condición migratoria. En lo reglamentario, el Convenio cumplió con las recomendaciones hechas por el Comité de Derechos del Niño solicitando al Estado chileno que “Vele por que se garantice a los niños refugiados, solicitantes de asilo y migrantes la tramitación expedita de sus documentos de registro e identidad y por que durante ese período no se vean privados de acceso a los servicios de salud y educación” (CRC/C/CHL/CO/3 del 23 de abril de 2007). Sin embargo, en su aplicación aún se encuentra pendiente establecer las garantías para que niños y niñas migrantes accedan a servicios de salud. 

Para obtener la visa, los padres o tutores de los niños(as), deben pagar una cantidad de dinero determinada, por cada hijo(a), la que varía de acuerdo al país de origen. Los niños(as) migrantes que obtienen la visa, pueden luego acudir al Servicio de Registro Civil y solicitar su cédula de identidad, adquiriendo un RUN. Posteriormente, teniendo RUN, pueden ser inscritos en FONASA (Fondo Nacional de Salud), y acceder al sistema público de salud, quedando clasificados en los tramos A (carencia de recursos), B, C o D, de acuerdo al nivel de ingresos. 

En la práctica, los niños y niñas en situación migratoria irregular, que aún no han obtenido su visa, tienen la posibilidad de atenderse en urgencia en los establecimientos públicos de salud, pero pagando la atención. Asimismo, pueden atenderse en forma privada, pagando el valor de las prestaciones médicas u hospitalarias, tanto en el sistema público como privado. Esta es una interpretación restrictiva del Convenio que ha realizado el Ministerio de Salud. Posibilita a los niños obtener una visa, pero no garantiza en los hechos que los niños en situación migratoria irregular puedan acceder al sistema público de salud. Se requiere, en estos casos, los medios económicos para acceder a la atención en salud, sea pública o privada (Fuente: Información entregada por el Ministerio de Salud, enero de 2011). 

Los hijos(as) de los solicitantes de la condición de refugiado se encuentran en la misma situación, en el lapso de ingreso de la solicitud de asilo y la entrega de la visa temporaria que contempla la ley mientras dura el trámite (Ley sobre protección de refugiados N° 20.430, artículo 32). Asimismo, los hijos(as) de las personas que solicitan protección internacional, pero no logran acceder al procedimiento de reconocimiento de la condición de refugiado (a través de la aplicación de las prácticas de “pre-admisibilidad” o “reorientación”), tienen los mismos obstáculos mencionados en el ejercicio del derecho a la salud. Al ser rechazado el ingreso de la solicitud, quedan en condición migratoria irregular. 

En cuanto al derecho a la salud de los adultos extranjeros en condición migratoria irregular, al no existir reglamentación específica, tienen derecho a atención en urgencia en los establecimientos públicos de salud, lo que no significa gratuidad. Asimismo, se pueden atender en forma privada pagando el valor de las prestaciones médicas u hospitalarias, tanto en el sistema público como privado. La normativa ya mencionada rige para los niños(as) y para las mujeres embarazadas, pero no para los adultos en general, por lo que los padres de los niños que no tienen regularizada su situación migratoria no tienen la posibilidad de obtener una visa de residencia temporaria. 

Los avances normativos en materia de salud se aplican deficitariamente debido al desconocimiento, interpretaciones restrictivas, negligencia y/o prácticas discriminatorias de funcionarios de distintos sectores (Salud, PDI, FONASA, Extranjería, municipios, otros), además de la ausencia de la coordinación necesaria con otras instancias clave, como FONASA.
 

Aun cuando existe una normativa específica sobre atención de salud a mujeres embarazadas en situación irregular (Oficio circular 1179 del 20 de enero de 2003, complementado en Oficio circular 6232, del 26 de mayo de 2007), se han detectado casos en que los consultorios ponen trabas para atender a una mujer embarazada y entregarle un certificado de control de embarazo, documento indispensable para optar a una visa por embarazo.
El caso más extremo sucedió en Arica, en el año 2010, donde un consultorio negó la atención a una joven peruana embarazada de seis meses que sufría de diabetes gestacional, porque carecía de cédula de identidad. Personal del consultorio le exigió presentar un “certificado de residencia” emitido por Carabineros o por la Junta de Vecinos de su barrio. Cercana a los ocho meses de embarazo, la joven llegó a la urgencia del Hospital Juan Noé, con síntomas de pérdida irreversibles. Muy probablemente este embarazo de cuidado hubiese tenido un mejor pronóstico y manejo médico si la joven hubiese sido integrada a los protocolos de atención en salud materno-infantil (Sistematización Proyecto Ciudadanía y protección de los derechos humanos de la población inmigrante en Chile, enero 2011). En comunas como Independencia y Santiago de la Región Metropolitana, se han incrementado los casos en los que Juntas de vecinos o instancias policiales se han negado a emitir certificados de residencia. Estos certificados son obligatorios en el caso de los consultorios, ya que estos atienden con un criterio de territorialidad, es decir, la persona debe comprobar que vive en la comuna donde se encuentra el consultorio, ya que este depende de la subvención de salud por parte del municipio.

Otro caso de falta de atención oportuna a una mujer embarazada ocurrió en Santiago, en abril de 2008. Bernardita Vega, de origen peruano, llegó a las dependencias del Hospital San José, en la comuna de Independencia (Región Metropolitana), con dolores de parto. Sin embargo, el personal de salud se negó a atenderla diciéndole que todavía no estaba preparada para el parto y que debía esperar. Bernardita, con fuertes dolores, acudió a un baño público del hospital, lugar en el que comenzó a sangrar. Su marido entró al baño y se dio cuenta que su esposa estaba pariendo. El caso provocó gran cobertura de prensa y dos autoridades se disculparon públicamente. Sin embargo, en junio de 2011, el 18º Juzgado Civil de Santiago rechazó la demanda de indemnización de la pareja contra el Servicio de Salud Metropolitano Norte (del cual depende el hospital), argumentando que la afectada incurrió en un riesgo imprudente al ir al baño (La Cuarta, 23 de junio 2011).

7.3
Vivienda

Un alto porcentaje de personas migrantes vive en condiciones precarias, sin contratos de arriendos y cancelando montos de dinero que no se condicen con el servicio ofertado, especialmente en comunas como Santiago, Independencia, Estación Central, Recoleta, y en las ciudades de Arica, Iquique y Antofagasta. 

En una encuesta realizada por el Proyecto Ciudadanía y protección de los derechos humanos de la población inmigrante en Chile,
 un 35,5% de 121 personas inmigrantes encuestadas en la Región Metropolitana señalaron habitar en una pieza arrendada
, el 21,5% dijo hacerlo en su lugar de trabajo y un 19% se definió como allegada. El 16,5% vive en departamento o casa arrendada, mientras que sólo un 2,5% habita en un departamento o casa propia. En tanto, de las 78 personas inmigrantes encuestadas en Arica, Iquique y Antofagasta, el 61,1% de las personas consultadas dicen vivir en una pieza arrendada, el 19,4% lo hace como allegada, el 9,7% vive en departamento o casa arrendada, un 4,2% vive en su lugar de trabajo, y sólo un 1,4 reside en una vivienda propia. Estos datos confirman la precariedad de las condiciones habitacionales de la población inmigrante en Santiago y algunas ciudades de la zona norte del país. 
Las necesidades de vivienda de la población inmigrante ha hecho emerger la especulación con los arriendos, en casas de hasta 100 años de antigüedad
, que son subdivididas en un gran número de habitaciones, hasta 30 en la mayoría de los casos, sin las condiciones mínimas de seguridad e higiene. Estas condiciones traen aparejadas recurrentes incendios, dinámicas de violencia y graves vulneraciones de los derechos de niños y niñas. El Estado chileno no se ha hecho cargo de esta realidad, pese a la insistencia de las organizaciones de la sociedad civil que han solicitado controlar la existencia de estas residenciales irregulares, exigiéndoles condiciones mínimas de higiene y seguridad, pues los dueños de estas casonas se aprovechan de las condiciones de vulnerabilidad de las familias.

Sin embargo, uno de los actuales requerimientos para postular a los subsidios de vivienda es tener residencia definitiva, lo que constituye un serio obstáculo para la integración y un menoscabo de sus condiciones de vida. Además, sin generar cambios normativos y de forma arbitraria, durante el actual gobierno se está exigiendo que esta residencia definitiva tenga una vigencia de al menos cinco años. Esto genera una dificultad adicional, ya que las familias inmigrantes que solicitan este beneficio son las más vulnerables. Si el promedio de obtención de una visa de permanencia definitiva es de alrededor de cuatro años, para las familias que han caído en ciclos recurrentes de irregularidad, debido a la dependencia de una visa sujeta a contrato y la inestabilidad laboral, es casi imposible llegar a obtener este beneficio. 

Otro de los requisitos para optar a los subsidios habitacionales es “contar con máximo 8.500 puntos de Carencia Habitacional en la Ficha de Protección Social”. No obstante, la Ficha de Protección Social (FPS) no tiene una indicación especial para el tema migrante. En este sentido hay dos problemas: a) no se aplica o existen criterios dispares por parte de los municipios cuando las personas migrantes no tienen un RUN o este se encuentra en trámite; b) La realidad de los migrantes es compleja y esta situación no se considera como criterio en la FPS. 
Por lo tanto el problema fundamental radica en que desde la entrada a la red de protección social, las familias migrantes son excluidas, atribuyéndoles capacidades que probablemente no poseen, o no tienen los elementos para ejercerlas, como por ejemplo la ciudadanía (no la ciudadanía formal, sino el ejercicio de sus derechos en el país, y el ejercicio de su derecho a inmigrar).
Urge, en consecuencia, una reestructuración de la FPS, que amplíe el concepto de vulnerabilidad, que incorpore el modo de vivir la vida de los grupos migrantes, que acepte que los recursos informales son incluso más significativos que los indicadores formales de bienestar, y que permita el goce de sus derechos.
� 	Ley Nº 20.430, que establece disposiciones sobre protección de refugiados (2010).





� 	Comunidades peruana, boliviana y colombiana,  en el marco del estudio Somos Migrantes, Experiencias de Integración a la ciudad de Santiago, Fundación Ideas/AECID, 2011.


� 	Para la redacción de esta sección se ha reproducido parcialmente la investigación realizada en la Comuna de Estación Central (Santiago) por los alumnos de la Facultad de Teología de la Pontificia Universidad Católica de Chile, Lidia Manríquez, Marcela Pérez, Francisco Ponce, Rodrigo Valenzuela y René Cortínez, titulada Prácticas religiosas y migración: la experiencia de la Hermandad de Santa Rosa de América Latina en la Parroquia Jesús Obrero (manuscrito).
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� 	CENTRO DE INFORMACIÓN E INVESTIGACIÓN PERIODÍSTICA. [en línea].  Inmigrantes II: Trabajadores sacan la voz y duplican denuncias laborales. 17 de Enero de 2008. [fecha de consulta: 21.05.2010]. Disponible en: � HYPERLINK "http://ciperchile.cl/2008/01/17/inmigrantes-ii-trabajadores-sacan-la-voz-y-duplican-denuncias-por-abusos-laborales" �http://ciperchile.cl/2008/01/17/inmigrantes-ii-trabajadores-sacan-la-voz-y-duplican-denuncias-por-abusos-laborales�


� 	CENTRO DE INFORMACIÓN E INVESTIGACIÓN PERIODÍSTICA. [en línea].  Inmigrantes II: Trabajadores sacan la voz y duplican denuncias laborales. 17 de Enero de 2008. [fecha de consulta: 21.05.2010]. Disponible en: � HYPERLINK "http://ciperchile.cl/2008/01/17/inmigrantes-ii-trabajadores-sacan-la-voz-y-duplican-denuncias-por-abusos-laborales" �http://ciperchile.cl/2008/01/17/inmigrantes-ii-trabajadores-sacan-la-voz-y-duplican-denuncias-por-abusos-laborales�


� 	Gonzalo Wielandt. Situación de los inmigrantes peruanos en Chile. Revista LA ONDA digital. [en línea]. [fecha de consulta: 18.05.2010]. Disponible en:  � HYPERLINK "http://www.laondadigital.com/laonda/laonda/301-400/334/b3.htm" �http://www.laondadigital.com/laonda/laonda/301-400/334/b3.htm� 


� 	Rodrigo Rocha Pérez. Aproximación a las migraciones femeninas internacionales al interior de Latinoamérica: Algunos casos en México y Chile. Revista de Estudios Históricos, [en línea]. Volumen 3, Nº 1 Agosto de 2006. [fecha de consulta: 18.05.2010]. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.estudioshistoricos.uchile.cl/CDA/est_hist_complex/0,1475,SCID%253D18800%2526ISID%253D650%2526PRT%253D19160,00.html" �http://www.estudioshistoricos.uchile.cl/CDA/est_hist_complex/0,1475,SCID%253D18800%2526ISID%253D650%2526PRT%253D19160,00.html� 


� 	Ibíd. El destacado es nuestro.


� 	La ley fue presentada en el año 2005 y estuvo seis años en tramitación.


� 	Además de haber sido ampliamente documentado en la prensa, este caso fue conocido directamente por la Diputada María Antonieta Saa y la Directora de la Corporación ONG Raíces, Denisse Araya (miembro de la RedMI), quienes se contactaron directamente con las víctimas de explotación –y presunta trata laboral–, con la autorización de la Fiscalía Regional de O´Higgins, que los tenía bajo su protección. 


�  	Zunilda Rodríguez Herrera (23 años), Norma Mendoza (30 años) y Gabriel Resquin Paniagua (34).


�   Ver punto 5. Garantizar el derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad personal.


� 	Cfr. Derecho Eclesiástico Chileno, Coord. René Cortínez Castro, S.J., Ediciones de la Pontificia Universidad Católica de Chile, 2010.


� 	Fundación Ideas, Proyecto Todos Somos Migrantes, 2009.





� 	Si bien existe información en la web del Ministerio del Interior, su consulta supone acceder a un computador, generalmente pagado, y no siempre resulta fácil su comprensión.





� 	Fundación Ideas, Proyecto Todos Somos Migrantes, 2009, universo de 216 casos.


� 	Acciones realizadas, por ejemplo, por la Corporación Colectivo Sin Fronteras, Fundación Instituto de la Mujer, Instituto Católico Chileno de Migración, Fundación Ideas, Fundación Servicio Jesuita a Migrantes, entre otros. 


� 	Proyecto Ciudadanía y protección de los derechos humanos de la población inmigrante en Chile (2010), cofinanciado por la Unión Europea, Campaña Nacional Derechos sin Fronteras para todos los Niños y Niñas (Colectivo Sin Fronteras, noviembre 2009-julio 2010, financiado por Anide-KNH). 


� 	Universidad Diego Portales, Universidad Alberto Hurtado, Universidad de Academia de Humanismo Cristiano.


� 	El sitio web informa y centraliza la información en torno a los derechos laborales, de salud, vivienda, trámites migratorios, participación, entre otros. Tras un año de funcionamiento, este sitio web registra 24.677 visitas. 


�  	Blog del Proyecto Ciudadanía y protección de los derechos humanos de la población inmigrante en Chile (2010).


� 	Art. 19, inciso 1° Constitución Política de la República de Chile.


� 	http://ciperchile.cl/2008/01/17/inmigrantes-ii-trabajadores-sacan-la-voz-y-duplican-denuncias-por-abusos-laborales; 21.05.2010; 22:45).


� 	http://ciperchile.cl/2008/01/17/inmigrantes-ii-trabajadores-sacan-la-voz-y-duplican-denuncias-por-abusos-laborales; 21.05.2010; 22:45).


� 	Artículo 89: El extranjero cuya expulsión hubiere sido dispuesta por decreto supremo, podrá reclamar judicialmente por sí o por medio de algún miembro de su familia, ante la Corte Suprema dentro del plazo de 24 horas, contado desde que hubiere tomado conocimiento de él. Dicho recurso deberá ser fundado y la Corte Suprema procediendo breve y sumariamente fallará la reclamación dentro del plazo de 5 días, contado desde su presentación. La interposición del recurso suspenderá la  ejecución de la orden de expulsión, y durante su tramitación el extranjero afectado permanecerá privado  de su libertad en un establecimiento carcelario o en el lugar que el Ministro del Interior o el Intendente determinen. Artículo 90: La medida de expulsión deberá ser notificada por escrito al afectado, quien podrá en dicho acto, si ello fuere procedente, manifestar su intención de recurrir en contra de la medida o conformarse con ella. En este último caso, la expulsión se llevará a efecto sin más trámite. Transcurrido el plazo de 24 horas contado desde la notificación, en el caso de que no se haya interpuesto recurso o en el de no ser éste procedente, o transcurrido el mismo plazo desde que se haya denegado el recurso interpuesto, la autoridad a que se refiere el artículo 10 procederá a cumplir la expulsión ordenada.


� En http://ciperchile.cl/2008/01/17/inmigrantes-ii-trabajadores-sacan-la-voz-y-duplican-denuncias-por-abusos-laborales. Consulta: 21.05.2010.


� 	Art. 1° inciso 4°.


� 	Esto puede traer como consecuencia que sea privado de toda nacionalidad, deviniendo en apátrida.


� 	Participantes de Foros Regionales proyecto “Campaña Nacional Derechos sin Fronteras para todos los Niños y Niñas”, Corporación Colectivo Sin Fronteras-Anide.


� 	Participantes de Foros Regionales proyecto “Campaña Nacional Derechos sin Fronteras para todos los Niños y Niñas”, Corporación Colectivo Sin Fronteras-Anide.


	


� 	Durante los meses de junio y julio de 2011, la Corporación Colectivo Sin Fronteras gestionó la implementación del Convenio en materia de salud aludido para niños extranjeros a los que se les había negado la inscripción en consultorios de salud pública de las comunas de Estación Central y Peñalolén de la Región Metropolitana. Esta situación se produce a cuatro años de que se emitiera el convenio referido.


� 	Proyecto ejecutado por la Fundación Instituto de la Mujer, Centro de Derechos Humanos de la Universidad Diego Portales, el Programa Género y Equidad de la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales, el Instituto Católico Chileno de Migración y la Casa de Encuentro de la Mujer, enero 2010-enero 2011, con el cofinanciamiento de la Unión Europea.


� 	Cuando se menciona que viven en una pieza arrendada esto quiere decir que en un habitación, en la que vive un grupo familiar en promedio cinco personas, se desarrollan todas las actividades de la vida cotidiana como dormir, cocinar, etc.


� 	Por esta causa, el terremoto de febrero de 2010 tuvo como consecuencia que muchas familias migrantes que vivían en inmuebles con estas características quedaran sin alojamiento, o siguieran viviendo en estos con evidente riesgo de sus vidas por el peligro de derrumbe.
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